
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 41, 90 Y 93 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI  

El suscrito, José Ricardo López Pescador, diputado de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, 56 y 62 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a 

consideración del pleno de esta honorable Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de decreto que reforma y 

adiciona los artículos 41, 90 y 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de 

establecer las bases para exigir a los órganos constitucionales autónomos que se sujeten a los procedimientos de 

control y fiscalización establecidos en el sistema para los actos administrativos de los demás órganos del Estado, 

así como para facultar a las Cámaras integrantes del honorable Congreso de la Unión para citar a los particulares 

que, mediante concesión o cualquier otra forma de contratación, prestan un servicio público, a efecto de que 

comparezcan ante esos órganos de representación, cuando se analicen asuntos relativos al servicio público que 

prestan, así como para extender las facultades de la Cámaras a fin de exigir la presentación de informes y 

documentos a los referidos particulares, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos  

Con el advenimiento del Estado constitucional democrático de derecho que se consolida a partir de la segunda 

posguerra mundial del siglo pasado, cambia radicalmente el principio de la división tripartita clásica del poder, por 

la idea de que el texto constitucional es el recipiendario de la soberanía popular y fuente del poder político único e 

indivisible, de ahí que el organismo constituyente de cada sistema nacional esté habilitado para distribuir funciones 

en distintos órganos del Estado que crea libremente, sin restricción de índole alguna. Este sistema ha llevado a la 

mayoría de los países a superar la camisa de fuerza que implicaba la división trinitaria clásica del poder, para 

adoptar uno de división múltiple del poder. 

México también en los últimos años ha eliminado el esquema reduccionista de la división tripartita del poder, para 

sostener la presencia de un mayor número de órganos estatales, creados y regulados en cuanto a su estructura y 

funciones por el propio texto fundamental, que gozan de los atributos similares a los de cualquiera de los poderes 

clásicos del Estado, con respecto al ámbito competencial que se les atribuye. A este tipo de órganos en atención a 

ser creados por el propio constituyente se les denomina “órganos constitucionales autónomos”. En un Estado 

constitucional de derecho, desde luego, dichos órganos tiene la misma jerarquía y naturaleza que cualquier poder 

estatal, dado que provienen de la misma fuente de poder y su legitimación última y única es el texto constitucional  

Podría señalarse que en el Estado constitucional, el poder, para su ejercicio, se atomiza y se redistribuye ya no sólo 

en tres, sino en una multiplicidad de órganos. La moderna organización constitucional, conserva el espíritu que 

alentaba la vieja división, impedir la concentración despótica del poder para salvaguardar la libertad política, pero 

no ha ido en la línea de una separación absoluta de poderes, ni de la exclusividad de funciones sino por el camino 

contrario de la integración y la colaboración. El principio liberal (de la división de poderes) subsiste en los Estados 

democráticos, pero se ha transformado en otro esencialmente distinto y mucho más complicado, según la obra 

creadora del constituyente. 

Así, en la actualidad, la división de poderes es un principio fundamental de organización que garantiza, por 
medio de una delimitación y control entre los órganos establecidos por el constituyente, un equilibrio, si se respeta 

la esfera de funcionamiento de cada uno de ellos sin afectarle en su núcleo competencial. Subsiste, además, la 

necesidad de mantener un equilibrio entre esos órganos, no obstante su multiplicidad, considerando que la 

autonomía y la posibilidad de interrelación entre ellos, podría traducirse en garantía efectiva de ciertos derechos de 

la población, en un sistema democrático. En el caso de México podría señalarse que, una autonomía y respeto de 

instituciones tales como el Instituto de Acceso a la Información, el Instituto Federal Electoral, la Comisión de 

Derechos Humanos, se traduce directamente en la posibilidad de que se respete, a favor de la población el acceso a 

la información pública gubernamental, el respeto efectivo del sufragio, generándose condiciones de equidad en las 



contiendas electorales, así como el respeto a la integridad y dignidad de la persona. De lo anterior se advierte la 

relevancia de las funciones de los órganos constitucionales autónomos, por incidir, con su actuación, directamente 

la esfera de derechos de los gobernados. Por ello, resulta esencial preservar la autonomía y ámbito competencial 

reconocido por el constituyente a los órganos constitucionales. Asimismo, para dar cumplimiento a la regla de la 

división de poderes, entendida como técnica de control, debe cuidarse, cuando se incorporen nuevos órganos en el 

sistema, un equilibrio que posibilite no sólo el autocontrol del poder público, sino los equilibrios que su función 

debe provocar en la sociedad. 

Pero el respeto a la autonomía de ninguna manera puede convertirse en una autarquía de los órganos, que produzca 

la anarquía del sistema; por ello, resulta necesario reformar el texto de la constitución para señalar expresamente, y 

así evitar interpretaciones judiciales inconvenientes, la sujeción de los órganos constitucionales autónomos a los 

procedimientos de control y fiscalización que se encomienda a los órganos de representación popular por 

antonomasia. 

Es decir, por mandato constitucional debe sujetarse a todos los poderes públicos, sin excepción, a transparentar su 

actuación, sujetándose al escrutinio de esta soberanía, ante quien deben rendir cuentas e informar, por ser la 

intermediaria y más auténtica representación institucionalizada que tiene la nación. 

Por ese motivo se propone adicionar un segundo párrafo del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para establecer que “los órganos creados por disposiciones de esta Constitución, sin 

adscripción a ningún Poder de la Unión, gozarán de la autonomía que se les atribuya, asumirán las facultades que 

se les otorgue y tendrán una administración, en términos de lo dispuesto por sus leyes orgánicas, pero se sujetarán 

siempre a los procedimientos de control y fiscalización que se aplica a los actos administrativos de los poderes del 

Estado”. 

Con el propósito de complementar esa reforma, se propone establecer las bases de una relación armónica entre los 

distintos órganos que por voluntad del Constituyente, ejercen el poder en nuestro país, sin que las funciones de 

control y fiscalización encomendadas a esta soberanía, se nulifiquen, con el argumento ligero de una autonomía a 

ultranza. Por ese motivo, se propone adicionar con un tercer párrafo el artículo 90 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos para establecer que “las leyes orgánicas de los organismos a que se refiere el segundo 

párrafo del artículo 41 de la presente Constitución, establecerán las relaciones entre esos organismos y los órganos 

que tienen encomendada la facultad de control y fiscalización del ejercicio del gasto público”.  

Por otra parte, con la finalidad de avanzar en la actuación transparente de todas las personas o corporaciones que 

prestan un servicio público, debemos ampliar el ámbito de competencia de los órganos del Estado para que ejerzan 

con mayor eficacia las funciones de supervisión, control y fiscalización, con relación a determinados servicios 

públicos primarios que inciden directamente en la calidad de vida de la población, independientemente de que los 

servicios se provean por parte de órganos públicos, o bien, por virtud de una concesión, o cualquier otro tipo de 

contratación, a través de la iniciativa privada. 

El régimen de responsabilidades tiene la limitante de estar dirigido de manera exclusiva a los servidores públicos, 

quedando fuera de su regulación los particulares que prestan un servicio público. 

El Estado abandonó su función de rector del desarrollo económico, político y social del país que le otorga el 

artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por estar maniatados los órganos 

públicos, para exigir, con base en el bien común, y no sólo desde la perspectiva reduccionista del lucro, la 

prestación de los servicios públicos concesionados. 

Las condiciones de contratación o los términos de una concesión, jamás deben estar por encima del interés común. 

Por eso, los órganos estatales deben reasumir su función de rectores del desarrollo, para orientar en todo momento, 

la actuación de los concesionarios de servicios públicos, quienes deben modular su actuación, para encontrar el 

equilibrio entre sus legitimas pretensiones de oportunidades de negocio, con el bien común que debe prevalecer y 

permear en la prestación de cualquier servicio público.  



Por ese motivo, se propone adicionar un quinto párrafo, del artículo 93 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para precisar que “las Cámaras podrán citar a los particulares que presten un servicio público 

mediante una concesión o cualquier forma de contrato, cuando se analice un asunto relacionado con el servicio que 

prestan, asimismo, las Cámaras tendrán facultad para requerir información o documentación a los concesionarios 

de esos servicios”. 

Por las consideraciones expuestas y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración de la Cámara de 

Diputados la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto de reforma y adiciones a los artículos 41, 90 y 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos  

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de 
éstos, y por los de los estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente 

establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los estados, las que en ningún caso podrán 

contravenir las estipulaciones del pacto federal. 

Los órganos creados por disposiciones de esta Constitución, sin adscripción a ningún Poder de la Unión, 
gozarán de la autonomía que se les atribuya, asumirán las facultades que se les otorgue y tendrán una 
administración, en términos de lo dispuesto por sus leyes orgánicas, pero se sujetarán siempre a los 
procedimientos de control y fiscalización que se aplica a los actos administrativos de los poderes del Estado.  

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y 

periódicas, conforme a las siguientes bases: 

I. a VI. [...]  

Artículo Segundo. Se adiciona un tercer párrafo del artículo 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 90. La Administración Pública Federal será centralizada y paraestatal conforme a la Ley Orgánica que 
expida el Congreso, que distribuirá los negocios del orden administrativo de la Federación que estarán a cargo de 

las Secretarías de Estado y definirá las bases generales de creación de las entidades paraestatales y la intervención 

del Ejecutivo federal en su operación. 

Las (DOF 02-08-2007) leyes determinarán las relaciones entre las entidades paraestatales y el Ejecutivo federal, o 
entre éstas y las secretarías de Estado. 

Asimismo, las leyes orgánicas de los organismos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 41 de la 
presente Constitución, establecerán las relaciones entre esos organismos y los órganos que tienen 
encomendada la facultad de control y fiscalización del ejercicio del gasto público.  

Artículo Tercero. Se adiciona un quinto párrafo al artículo 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 93. Los secretarios del Despacho, luego que esté abierto el periodo de sesiones ordinarias, darán cuenta al 
Congreso del estado que guarden sus respectivos ramos. 



Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los secretarios de Estado, al procurador general de la República, a los 

directores y administradores de las entidades paraestatales, así como a los titulares de los órganos autónomos, para 

que informen bajo protesta de decir verdad, cuando se discuta una ley o se estudie un negocio concerniente a sus 

respectivos ramos o actividades o para que respondan a interpelaciones o preguntas. 

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miembros, tratándose de los diputados, y de la mitad, si se trata 

de los Senadores, tienen la facultad de integrar comisiones para investigar el funcionamiento de dichos organismos 

descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria. Los resultados de las investigaciones se harán del 

conocimiento del Ejecutivo federal. 

Las Cámaras podrán requerir información o documentación a los titulares de las dependencias y entidades del 

gobierno federal, mediante pregunta por escrito, la cual deberá ser respondida en un término no mayor a 15 días 

naturales a partir de su recepción. 

Las Cámaras podrán citar a los particulares que presten un servicio público mediante una concesión o 
cualquier forma de contrato, cuando se analice un asunto relacionado con el servicio que prestan, asimismo, 
las Cámaras tendrán facultad para requerir información o documentación a los concesionarios de esos 
servicios.  

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de conformidad con la Ley del Congreso y sus reglamentos. 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Segundo. Mientras se realizan las modificaciones para hacer compatible el texto de la legislación ordinaria con el 
contenido de la reforma que incorpora el presente decreto, se aplicaran las disposiciones vigentes para que los 

órganos constitucionales autónomos cumplan con las medidas de control y fiscalización exigidas a los actos de 

gobierno, así como para hacer comparecer ante las Cámaras del honorable Congreso de la Unión, a los particulares 

que presentan, mediante cualquier forma de contratación, servicios públicos, así como para exigir a estos 

prestadores de servicios para presentar información y documentación requerida por los órganos legislativos 

federales.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de noviembre de 2010. 

Diputado José Ricardo López Pescador (rúbrica) 

 


